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1. INTRODUCCIÓN. ANTECEDENTES. 

Hace tiempo que la actividad económica y social traspasa las fronteras que 
separan la competencia territorial propia de las Administraciones tributarias. 
Ello supone oportunidades de impunidad en actividades de fraude o para la 
utilización de mecanismos de traslado de bases imponibles a jurisdicciones que 
se consideren más adecuadas por motivos variados, en vulneración de los 
principios básicos que regían las haciendas tradicionales. 

En el momento en el que se discute multilateralmente normativa tributaria 
material que puede ser aceptada incluso por la casi totalidad de jurisdicciones 
fiscales del mundo, cobra mayor importancia la cooperación activa entre las 
Administraciones para defender la tributación justa en cada territorio. La 
utilización de fórmulas cooperativas puede ser beneficiosa no sólo para las 
Administraciones, sino también para contribuyentes e intermediarios, por la 
simplificación que supone poder dirigirse directamente a varias 
Administraciones en asuntos complejos.  

En este sentido, el tradicional intercambio documental puede parecer devenido 
insuficiente y se requiere una cooperación más directa, dinámica o avanzada, 
como se define en foros y documentos de la Unión Europea. Las propias 
directrices generales del Plan Anual de Control de la Agencia Tributaria 
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española1 lo han indicado en los últimos años, estableciendo en su apartado III 
que “La Agencia Tributaria incrementará su participación en mecanismos de 
cooperación administrativa avanzada, básicamente controles multilaterales 
simultáneos y la nueva figura, en el seno de la Unión Europea, de las 
inspecciones conjuntas («joint audits») en vigor desde 2024. A estos efectos, 
se incentivará las que se realizan a iniciativa de la Agencia Tributaria, mediante 
la inclusión sistemática de su valoración en los estadios iniciales de las 
comprobaciones inspectoras, el reforzamiento de la organización que se dedica 
a su gestión y coordinación y la necesaria formación de los actuarios 
participantes.” 

A pesar de la actualidad de la actuación transfronteriza generalizada, un rápido 
vistazo histórico nos muestra que la cooperación administrativa no es actividad 
novedosa, ya en documentos de la Liga de las Naciones en 1925 o en su 
borrador de Convención de Asistencia Administrativa en asuntos fiscales de 
1927 hacían referencia a intercambio de información.2  

En el ámbito de la OCDE, ya en los primeros modelos de convenios de doble 
imposición se incluía un artículo 26 referido al intercambio de información,3 
como elemento necesario para el cumplimiento de los propios convenios y de 
las normas tributarias de los signatarios. Ello llevó a articular un sistema de 
intercambio de información fundamentalmente documental, que se convirtió en 
absolutamente imprescindible, dada la pretensión de gravar la renta mundial de 
las personas físicas en su residencia y la correcta tributación de las sociedades 
en cada jurisdicción conforme a los principios inspiradores de los convenios.  

Con esa misma finalidad, abierta a la firma el 25 de enero de 1998, la 
Convención multilateral de asistencia administrativa mutua en materia fiscal, 
propuesta por el Consejo de Europa y la OCDE, recogía figuras que van más 
allá de lo que se considera como intercambio de información, y en sus artículos 
8 y 9 hace referencia a inspecciones simultáneas e inspecciones en el 
extranjero. 

El Modelo de Convenio reconoció a partir de 29 de abril de 2000, en el 
comentario 9 al artículo 26, tres tipos de intercambio de información: previa 
solicitud, automático y espontáneo, siendo estas las tres formas clásicas del 
mismo. Adicionalmente, añadió un comentario 9.1, modificado el 15 de julio de 
2005, en el que se estableció que todas las modalidades de intercambio de 
información podrían usarse de forma coordinada y que “…el artículo no limita 
las posibilidades de intercambio de información a estas modalidades y que los 
Estados contratantes pueden hacer uso de otras técnicas para obtener 
información que pueda ser importante para ambos Estados contratantes, como 
son, por ejemplo, las inspecciones o controles simultáneos, las inspecciones 
tributarias en el extranjero y el intercambio de información sectorial…” Con 
base en otros documentos anteriores de la OCDE se refieren a tres figuras o 
técnicas: inspección tributaria simultánea, inspección tributaria en el extranjero 

 
1 Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria, por la que se aprueban las directrices generales del Plan Anual de Control 

Tributario y Aduanero de 2025. 
2 Según refiere el documento “Joint Audit 2019 – Enhancing Tax Co-operation and Improving Tax 

Certainty” del Foro de Administraciones fiscales de la OCDE. 
3 Artículo 26 borrador de modelo OCDE de 30 de julio de 1963, referencia que ha continuado en los 

modelos sucesivos aprobados. 
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e intercambio de información sectorial. Con ello reconocía la existencia de 
nuevas técnicas de obtención de información que, con la práctica y el tiempo, 
se han revelado como instrumentos no sólo de obtención unilateral de 
información, sino de decisión simultanea o conjunta en actuaciones de control 
de las Administraciones Tributarias.   

La Unión Europea también fue incorporando figuras de cooperación que va 
más allá de intercambio estático o documental en su normativa referida a 
diferentes tributos, con el grado normativo que corresponde a cada uno de 
ellos.  

En materia de imposición directa, en 20044 se incorporó a la normativa de 
asistencia mutua la figura del control simultaneo, introduciendo en la entonces 
vigente Directiva 77/799 el artículo 8 ter, aunque el texto original de 1977 ya 
había anticipado en su artículo 6 lo que denominó la “Colaboración de agentes 
del Estado interesado” figura que anticipaba una actuación coordinada no 
pasiva. 

En materia de imposición indirecta, referente al IVA, el Reglamento (CE) n° 
1798/2003 del Consejo, de 7 de octubre de 2003, relativo a la cooperación 
administrativa en el ámbito del impuesto sobre el valor añadido y por el que se 
deroga el Reglamento (CEE) n° 218/92 recogía las figuras del control 
multilateral y la presencia en las oficinas de la administración y participación en 
las investigaciones administrativas, aunque ya en el artículo 12 del derogado 
Reglamento 218/92 se mencionaba la posible actuación coordinada directa 
entre las Administraciones en asuntos de interés bilateral.  

Es en el marco de la Unión Europea donde se han desarrollado más estas 
figuras, ya perfectamente asentadas en su regulación y práctica administrativa. 
Tomando como base la normativa en vigor, la Directiva 2011/16/UE del 
Consejo de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación administrativa en 
el ámbito de la fiscalidad y por la que se deroga la Directiva 77/799/CEE (desde 
ahora DAC) y el Reglamento 904/2010 del Consejo de 7 de octubre de 2010 
relativo a la cooperación administrativa y la lucha contra el fraude en el ámbito 
del impuesto sobre el valor añadido (desde ahora RIVA)5, los instrumentos de 
cooperación documentales tradicionales serían los siguientes: Intercambio de 
información previa solicitud, intercambio espontáneo de información e 
intercambio obligatorio automático de información. Estas modalidades de 
intercambio de información están tratadas en los capítulos 55 y 56 de la 
presente obra.  

La citada normativa convenida y la europea refiere otro tiempo de actuaciones, 
que constituirán el objeto del presente capítulo:  

⎯ Presencia en las oficinas de la administración y participación en las 
investigaciones administrativas  

⎯ Controles simultáneos  

⎯ Inspecciones o investigaciones conjuntas 

 
4 Directiva 2004/56/CE del Consejo, de 21 de abril de 2004, por la que se modifica la Directiva 

77/799/CEE relativa a la asistencia mutua 
5 Más adelante se delimitará el ámbito de cada norma europea 
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Por otra parte, como informa la Comisión Europea en su página web6 existe 
una denominada EU AIAC Community, comunidad de cooperación 
administrativa internacional avanzada formada por representantes de las 
Administraciones Tributarias. De ahí surge la expresión “cooperación jurídica 
avanzada” para distinguir estas figuras de otros procedimientos de intercambio 
de información.  

El elemento común de las citadas actuaciones es la implicación directa de 
elementos personales y materiales de Administraciones Tributarias nacionales 
en actuaciones realizadas simultanea o coordinadamente con otra u otras 
Administraciones Tributarias de diferente jurisdicción. Como consecuencia de 
ellos, se va a obtener información directa, incluso a través de reuniones físicas 
con empleados de Administraciones diferentes y, dependiendo de varios 
elementos, se puede llegar a acordar la aceptación común de determinada 
información o hechos como de interés común e incluso acordar las 
consecuencias jurídico-fiscales derivadas de esa información, de forma directa 
o a través de informes comunes trasladables a actuaciones particulares de 
control. 
 
2. MARCO LEGAL. FIGURAS DE COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA 

AVANZADA.  

Como en cualquier otro elemento, actuación o procedimiento tributario que 
implique efectos transfronterizos, nuestro Ordenamiento Jurídico incluye:  

⎯ Normativa Europea, fundamentalmente Reglamentos y Directivas en la 
materia, diferentes en función del tipo de impuesto o actividad a la que 
afecten. Evidentemente, la normativa europea afectará principalmente a los 
Estados Miembros.  

⎯ Normativa convenida internacional, tanto bilateral como multilateral, normas 
interpretativas emanadas de la OCDE, lo que puede incluir tantos 
comentarios al modelo de convenio como otro tipo de documentos.  

⎯ Normativa estatal, básicamente contenida en la Ley General Tributaria y 
resto de normativa aplicable a la asistencia mutua, incluida la referencia 
normativa de las comunidades forales. 

Sin perjuicio de que en la consideración de cada figura cooperativa se haga 
referencia en particular al contenido de la normativa, comenzamos con una 
referencia general:   

2.1.  NORMATIVA EUROPEA 

Los instrumentos normativos europeos vigentes sobre cooperación 
administrativa son los siguientes:  

⎯ REGLAMENTO (UE) 904/2010 DEL CONSEJO de 7 de octubre de 2010 
relativo a la cooperación administrativa y la lucha contra el fraude en el 
ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido (desde ahora RIVA) 

 
6 https://taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-

operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en 

 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en&g=ZmY2MmI5ZmY0OWE0OWQ3ZA==&h=OGE1NDVmYjY3Y2QwYjI5Mzk3ODEwYTlkZWJiZDJlNGMxMmUxMGIyYzI2NjdkY2RjNTM3NmVmMDQyMTk5M2RkZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en&g=ZmY2MmI5ZmY0OWE0OWQ3ZA==&h=OGE1NDVmYjY3Y2QwYjI5Mzk3ODEwYTlkZWJiZDJlNGMxMmUxMGIyYzI2NjdkY2RjNTM3NmVmMDQyMTk5M2RkZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
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⎯ DIRECTIVA 2011/16/UE DEL CONSEJO de 15 de febrero de 2011 relativa 
a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por la que se 
deroga la Directiva 77/799/CEE. Esta Directiva, que ha sido modificada 
numerosas veces, se ha configurado como el instrumento más relevante en 
materia de cooperación administrativa, habiéndose aprobado nueve 
relevantes versiones. Afecta a todos los tributos que no tengan regulación 
especial, es decir, en principio excluye IVA e IIEE. (desde ahora DAC) 

⎯ REGLAMENTO (UE) 389/2012 DEL CONSEJO de 2 de mayo de 2012 
sobre cooperación administrativa en el ámbito de los impuestos 
especiales y por el que se deroga el Reglamento (CE) 2073/2004 (desde 
ahora RIIEE) 

⎯ DIRECTIVA 2010/24/UE DEL CONSEJO de 16 de marzo de 2010 sobre la 
asistencia mutua en materia de cobro de los créditos correspondientes a 
determinados impuestos, derechos y otras medidas 

De las citadas normas europeas, se deduce que las herramientas 
disponibles7 para la cooperación administrativa entre países miembros son 
las siguientes8:  

⎯ Presencia en las oficinas de la administración y participación en las 
investigaciones administrativas 

⎯ Controles simultáneos 

⎯ Investigaciones administrativas conjuntas  

⎯ Investigaciones administrativas a requerimiento 

⎯ Inspecciones conjuntas 

Lo que sí conviene adicionar es que puede surgir alguna confusión 
terminológica derivada del hecho de que la normativa de apoyo económico 
europea a acciones cooperativas, el presupuesto denominado FISCALIS9 
refiere desde 2013 “controles bilaterales y multilaterales” e incorporó también 
“auditorías conjuntas”. Tras la publicación de la DAC7 se está consolidando el 
término “controles multilaterales”, que incluiría tanto los controles simultáneos 
como las inspecciones conjuntas referidos en la DAC7. 

Finalmente, sólo a título interpretativo y con valor muy limitado, al haber 
regulación expresa en algunas de las materias a las que se refiere o ser meras 
propuestas, se podría mencionar la existencia de un documento emanado del 
extinto Foro Conjunto de Precios de Transferencia de la UE.10  

 
7 No todas las herramientas pueden utilizarse para todos los impuestos o actividades administrativas. 
8 Existen algunas diferencias terminológicas entre los textos legales, pero que no afectan a identidad de 

los conceptos generales 
9 La última normativa está constituida por el REGLAMENTO (UE) 2021/847 del Parlamento Europeo y 

del Consejo de 20 de mayo de 2021 por el que se establece el Programa «Fiscalis» para la cooperación en 

el ámbito de la fiscalidad y se deroga el Reglamento (UE) 1286/2013 
10 DOC: JTPF/013/2018/EN. Recordemos que, como indica la EM III.1.e de la Ley 27/2014, de 27 de 

noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, la interpretación del precepto de la Ley del Impuesto sobre 

Sociedades que regula estas operaciones “…debe realizarse, precisamente, en concordancia con las 

Directrices de Precios de Transferencia de la OCDE y con las recomendaciones del Foro Conjunto de 

Precios de Transferencia de la UE, en la medida en que no contradigan lo expresamente señalado en 

dicho precepto, o en su normativa de desarrollo…” 
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Evidentemente esta normativa europea sobre cooperación sólo se aplica a 
Estados Miembros, aunque pueden darse actuaciones en los que se trabaje 
con otros estados en virtud de normativa de diferente origen.11  

2.2. NORMATIVA CONVENIDA 

Esa cooperación administrativa también está habilitada, de forma bilateral12, 
con otras administraciones de países no pertenecientes a la UE a través del 
comentario 9.1 al artículo 26 del MC (2000) y, sobre todo, de forma multilateral 
a través de lo dispuesto en los artículos 8 y 9 del Convención Consejo de 
Europa/OCDE de Asistencia Mutua administrativa en asuntos fiscales de 1988 
modificada en 2010. 

En relación al MC apenas apunta una definición de las dos herramientas 
También en esta materia, las denominaciones legales pueden suscitar 
confusión, el mencionado en el MC como “simultaneous examination” 
(“fiscalización o comprobación simultánea” según la traducción oficiosa del 
Instituto de Estudios Fiscales) podemos entenderlas asimilables a los controles 
simultáneos de la UE y las denominadas “tax examination abroad” 
(“fiscalización o comprobación tributaria en el extranjero”) serían asimilables a 
las denominadas presencias. En cualquier caso, la aplicación a cada tributo 
dependerá de su inclusión en el ámbito objetivo del CDI correspondiente, así 
no estarán incluidos los impuestos indirectos. 

La Convención del Consejo de Europa y la OCDE de Asistencia Mutua 
administrativa en asuntos fiscales de 1988, modificada en 2010, (desde ahora 
MAAC) se configura como importante base normativa para este tipo de 
actividades por dos motivos fundamentales: en primer lugar, posibilita 
actuaciones multilaterales sin referencia a intercambio de información remitida 
bilateralmente, como si hacen los CDI. En ese punto hay que recordar que el 
comentario 12.2 del MC al artículo 26 indica que “la información recibida por un 
Estado contratante no puede desvelarse a un tercer país salvo que exista una 
disposición expresa en el convenio bilateral entre los Estados contratantes que 
así lo autorice”. En segundo lugar, la inclusión de la ratificación de la 
Convención entre las condiciones para evitar la calificación de jurisdicciones 
como no cooperativas ha llevado a una casi aceptación universal del mismo.13 

La citada convención refiere en sus artículos 8 y 9 la definición de 
“simultaneous tax examinations” (“auditorías fiscales simultáneas” según la 
traducción no oficial) y “Tax examinations abroad” (“auditorías fiscales en el 
extranjero”), que coincide básicamente con los controles simultáneos y las 
presencias citadas referidas en la normativa europea. En este caso, habrá que 
analizar el Anexo A que enumera los tributos aceptados por cada firmante de la 
Convención para ver si es posible la aplicación con otros países14. 
Adicionalmente, no todos los países han aceptado todos los artículos de la 

 
11 Curioso en este caso el art. 117e Abgabenordnung (Código Fiscal Alemán) que acepta aplicación 

analógica de las normas europeas de controles simultáneos e inspecciones conjuntas para la cooperación 

con terceras jurisdicciones con ciertas condiciones. 
12 Con las limitaciones que ello puede suponer para el intercambio con terceros o multilateral.  
13 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/convention-on-mutual-

administrative-assistance-in-tax-

matters/status_of_convention.pdf/_jcr_content/renditions/original./status_of_convention.pdf 
14 España incluye todo tipo de tributos 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/convention-on-mutual-administrative-assistance-in-tax-matters/status_of_convention.pdf/_jcr_content/renditions/original./status_of_convention.pdf&g=ZjBmYmU2MTI2NWFiZGNhZA==&h=YWI1NzZjOWY1ZGUxNGRhM2IzYWFiYjI1NmIwMWU4OGUyZWNlZWZiMWNlY2RmMWM1ODE5YzlkYTIzYTBlODQ0NQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/convention-on-mutual-administrative-assistance-in-tax-matters/status_of_convention.pdf/_jcr_content/renditions/original./status_of_convention.pdf&g=ZjBmYmU2MTI2NWFiZGNhZA==&h=YWI1NzZjOWY1ZGUxNGRhM2IzYWFiYjI1NmIwMWU4OGUyZWNlZWZiMWNlY2RmMWM1ODE5YzlkYTIzYTBlODQ0NQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/en/topics/policy-sub-issues/convention-on-mutual-administrative-assistance-in-tax-matters/status_of_convention.pdf/_jcr_content/renditions/original./status_of_convention.pdf&g=ZjBmYmU2MTI2NWFiZGNhZA==&h=YWI1NzZjOWY1ZGUxNGRhM2IzYWFiYjI1NmIwMWU4OGUyZWNlZWZiMWNlY2RmMWM1ODE5YzlkYTIzYTBlODQ0NQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=


7 

 

Convención y algunos no aceptan la cooperación a través de una o de las dos 
herramientas reguladas. 

2.3. NORMATIVA DOMÉSTICA 

2.3.1 Normativa estatal 

En el ámbito interno, la regulación actual de los controles simultáneos y de las 
presencias de funcionarios, como mecanismos de asistencia mutua, fue 
introducida en la normativa interna a través de la modificación de la LGT 
operada por el Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección 
del déficit público, que incluyó los artículos 177 bis y siguientes como 
reguladores de la asistencia mutua. Conforme se indica en la Exposición de 
Motivos, se trata de la trasposición de la Directiva 2011/16/UE (Imposición 
directa), realizada a través de la modificación contenida en la DF 1ª. 

Las normas de asistencia mutua establecen en primer lugar el carácter de 
relaciones internacionales de la actividad (artículo 1.2 LGT in fine), siendo 
aplicable el artículo 149.1. 3ª de la Constitución que establece la competencia 
exclusiva del Estado. Ello lleva a la afirmación competencial del segundo 
párrafo del artículo 5.3 LGT en el sentido de que “…corresponden a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria las competencias en materia de aplicación 
de los tributos derivadas o atribuidas por la normativa sobre asistencia 
mutua...” En este sentido y con ese límite debe interpretarse toda la normativa 
de las Comunidades Autónomas en materia de asistencia mutua, incluidas 
todas las referencias a las herramientas objeto del presente artículo. 

Por otra parte, la asistencia mutua es actividad de aplicación de los tributos que 
puede generar obligaciones y obligados tributarios, pero no se configura como 
el resto de las actuaciones. La LGT refiere “actuaciones administrativas” y 
“actuaciones de los obligados tributarios” “en el marco de la asistencia mutua” y 
las diferencia de la información y asistencia a los obligados tributarios, de la 
gestión, inspección y recaudación, así como de las actuaciones de los 
obligados en el ejercicio de sus derechos o en cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias. Lo relevante para este caso es que la normativa 
española no configura un procedimiento en el que sea parte, como interesado, 
un obligado tributario, son actuaciones administrativas que pueden generar 
obligaciones para una persona o entidad (arts. 17.4 y 29bis LGT) y tienen 
derecho a ser informado y asistido en el cumplimiento de esas obligaciones 
(art. 20.1.a LGT), pero no a conocer estado de tramitación, identificación de 
personal actuario, ser informado del inicio de actuaciones o copia de 
documentos integrantes de expediente. No hay actuaciones de comprobación o 
inspección derivadas directamente de la asistencia mutua, sin perjuicio de que, 
en las actuaciones más avanzadas de cooperación administrativa, los controles 
simultáneos y las inspecciones conjuntas, exista casi necesariamente un 
procedimiento interno de control como causa o consecuencia de las mismas. 
En ese procedimiento, el contribuyente nacional dispondrá de todos los 
derechos aplicables. 

Conforme a la normativa vigente las actuaciones de asistencia mutua avanzada 
a las que hace referencia el presente artículo serían:  

⎯ Artículo 177 quáter. Presencia de funcionarios y controles simultáneos 
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⎯ Artículo 177 quinquies. Inspecciones conjuntas 

2.3.2 Normativa foral 

Las comunidades autónomas con régimen fiscal foral han regulado también la 
materia. En todo caso, como se ha indicado, las relaciones con otras 
Administraciones europeas deben realizarse a través de la Administración 
estatal, sin perjuicio de que las actuaciones internas se realicen en su propio 
ámbito.  

Como principio general, tanto el artículo 5.3 de la Ley 28/1990, de 26 de 
diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la 
Comunidad Foral de Navarra como el artículo 4.Cuatro de la Ley 12/2002, de 
23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad 
Autónoma del País Vasco establecen que el Estado y la Comunidad Foral y las 
instituciones del País Vasco “…arbitrarán los procedimientos de intercambio de 
información que garanticen el adecuado cumplimiento de los Tratados y 
Convenios internacionales del Estado y, en particular, de la normativa 
procedente de la Unión Europea en materia de cooperación administrativa y 
asistencia mutua…” 

El tratamiento posterior presenta algunas diferencias, En el caso de Navarra, la 
Disposición Adicional decimosexta Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, 
General Tributaria determina aplicable, en defecto de regulación propia, la 
normativa de asistencia mutua contenida en la LGT. Este extremo se ve 
confirmado por la normativa de trasposición de la DAC7 en la citada 
Comunidad15, que en su exposición de motivos establece que “dado que la 
normativa foral en esta materia remite a lo previsto en la Ley General 
Tributaria, se establece que las referencias a funcionarios y administración 
tributaria realizadas en la normativa de territorio común se entenderán hechas 
a los funcionarios o, en su caso, a la Administración tributaria foral de Navarra 
de acuerdo con las competencias y atribuciones previstas en el Convenio 
Económico”  

En el caso del País Vasco, no hay una remisión general a la normativa estatal, 
sino que se incluye, en términos parecidos a los establecidos en la LGT, 
regulación propia de la asistencia mutua.  

Así se establece en las Normas forales general tributarias de Guipúzcoa16, 
Álava17 y Vizcaya18.  

 
15 Ley Foral 17/2023, de 26 de octubre, por la que se modifica la Ley Foral 13/2000, de 14 de 

diciembre, General Tributaria, en transposición de la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo de 22 de 

marzo de 2021, por la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa 

en el ámbito de la fiscalidad 
16 En particular, la Norma Foral 2/2005, de 8 de marzo, General Tributaria del Territorio Histórico de 

Guipúzcoa fue modificada por la Norma Foral 5/2013 incorporando referencias parecidas a las contenidas 

en la LGT, definición, relación con obligados tributarios y figuras de cooperación, contenidas en el 

artículo 80 de la norma Foral general tributaria. En el citado precepto se establece que “La 

Administración tributaria podrá requerir, a través de la Autoridad competente, y prestará asistencia 

mutua tendente al intercambio de información, a la recaudación de créditos o a otros fines previstos en 

la normativa reguladora de dicha asistencia y podrá participar, junto con las autoridades competentes 

de otros Estados, en controles simultáneos, en los términos establecidos en la normativa sobre asistencia 

mutua. 

En el desarrollo de las actuaciones de asistencia mutua a otros Estados, previa autorización de la 

autoridad competente o previo acuerdo entre los Estados, podrán estar presentes o participar por medios 
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Esta referencia a las figuras de cooperación administrativa se realiza en las 
normas generales tributarias forales el marco general de la aplicación de los 
tributos. Difiere Guipúzcoa en este tratamiento en referencia a la inspección 
conjunta, que es regulada en el artículo 135bis19, incluido dentro del apartado 
propio de la inspección tributaria, aunque separada del resto de lo que se 
considera inspección tributaria en el artículo anterior.   

En la normativa de los tres territorios se hace referencia a la Autoridad 
competente, que son los órganos de la Administración estatal y, en el caso de 
las presencias de funcionarios de otras Administraciones, se refiere 
directamente a la normativa reguladora estatal, lo mismo que para los derechos 
y obligaciones de los obligados tributarios en caso de inspección conjunta. En 
todos los casos se hace referencia a la “Administración Tributaria” y no 
resuelve el caso de que tengan que actuar funcionarios del Estado y de la 
Comunidad Autónoma en una misma cooperación. Adicionalmente, el 
coordinador nombrado por la autoridad competente deberá tener capacidad 
para el intercambio de información tributaria sea cual sea la procedencia. 
 

 
de comunicación electrónicos, funcionarias designadas y funcionarios designados por el Estado 

requirente. 

La actuación de funcionarias y funcionarios de otros Estados en el Territorio Histórico de Guipúzcoa se 

realizará, de conformidad con la normativa española, sin perjuicio de la normativa de asistencia mutua 

que resulte de aplicación, en los términos que se establezcan reglamentariamente. 

Asimismo, las funcionarias y los funcionarios designados por la Administración tributaria podrán estar 

presentes en otros Estados o participar a través de medios de comunicación electrónicos en el marco de 

peticiones de asistencia efectuadas por la autoridad competente pudiendo actuar en los términos 

establecidos en la normativa sobre asistencia mutua. 

Las comunicaciones que la Administración tributaria entable, a través de la Autoridad competente, con 

otros Estados o con entidades internacionales o supranacionales en virtud de la normativa sobre 

asistencia mutua, se llevarán a cabo a través de los medios establecidos en la normativa que regule la 

asistencia en cada caso. En defecto de regulación específica, para las comunicaciones se utilizarán 

preferentemente medios electrónicos, informáticos y telemáticos 

(…) 6. Son controles simultáneos las actuaciones realizadas de acuerdo con otro u otros Estados con el 

objeto de intercambiar la información obtenida en relación con personas o entidades que sean de interés 

común o complementario para los Estados intervinientes. 

La Administración tributaria podrá participar, junto con las autoridades competentes de otros Estados, 

en controles simultáneos, en los términos establecidos en la normativa sobre asistencia mutua. Dicha 

participación podrá incluir la participación por medios de comunicación electrónicos de las personas 

funcionarias designadas por la Administración tributaria a la que se refiere el apartado 2 de este 

artículo. 

A los intercambios de la información obtenida en dichos controles les será de aplicación lo dispuesto en 

los apartados 1 ñ) y 6 del artículo 92 de esta Norma Foral.” 
17 En el mismo sentido, Artículos 80bis y ter de la Norma Foral 6/2005, de 28 de febrero, General 

Tributaria de Álava, introducidos por la Norma Foral 24/2023, de 15 de diciembre 
18 De la misma manera, la Norma Foral 24/2023, de 15 de diciembre General Tributaria del Territorio 

Histórico de Vizcaya, reproduce la normativa estatal sobre asistencia mutua y hace referencia a las 

presencias en el artículo 82.2, a los controles multilaterales en el artículo 80.6 y a las inspecciones 

conjuntas en el artículo 82.bis. 
19 Adicionado por el apartado dos del artículo único de la Norma Foral 2/2023, de 21 de diciembre, 

por la que se modifican la Norma Foral 2/2005, de 8 de marzo, General Tributaria del Territorio Histórico 

de Guipúzcoa, en transposición de la Directiva (UE) 2021/514 del Consejo, de 22 de marzo de 2021, por 

la que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la 

fiscalidad, y otras normas tributarias. Curiosamente se indica en el precepto que, en relación a los 

derechos y obligaciones de los obligados tributarios, se hace referencia a la normativa estatal. 
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3. PRESENCIA O PARTICIPACIÓN EN INVESTIGACIONES 
ADMINISTRATIVAS 

3.1. CONCEPTO GENERAL. TIPOS. MARCO LEGAL 

La figura de las presencias nació en el mismo momento temporal que el control 
simultaneo. En términos muy generales, supone el desplazamiento de 
empleados de una Administración Tributaria fuera de su territorio competencial 
con la finalidad de obtener una información de interés para su actividad de 
aplicación del sistema tributario. La citada información puede obtenerse 
físicamente en oficinas de la administración requerida, en las instalaciones de 
los obligados tributarios o requerir una actuación administrativa, incluida la 
interrogación de personas, en la que se podrá participar directamente o no. En 
principio, debería suponer un interés unilateral en una información 
determinada, dado que la existencia de un interés común o complementario en 
el asunto debería llevar a las otras formas de cooperación administrativa 
avanzada, el control simultaneo y la inspección conjunta, que lo exigen como 
elemento constitutivo.   

Es muy relevante tener en cuenta que lo que se considera presencia puede 
darse en el marco o como consecuencia de otras actuaciones administrativas 
cooperativas, como pueden ser los controles simultáneos y las inspecciones 
conjuntas. 

Conforme a la normativa citada anteriormente, podemos distinguir:  

1) En relación con la autoridad proponente: 

a. Presencia requerida por otras Administraciones  

b. Presencia requerida a otras Administraciones 

2) En relación con el lugar de realización de la misma dentro del Estado 
requerido 

a. Presencia en oficinas administrativas 

b. Presencia en locales propios de obligados tributarios 

3) En relación con el objeto sobre el que se desarrolla la actividad:  

a. Presencias de análisis de libros o documentación 

b. Participación o presencia en actuaciones administrativas llevadas a 
cabo para la obtención de la información 

4) En relación con la propia actividad derivada de la presencia:  

a. Pasivas: consistentes sólo en el análisis de libros, documentación o 
presencias en interrogatorios sin participación directa. 

b. Activas: posibilitan la entrevista a personas en el marco de la 
presencia en actuaciones administrativas llevadas a cabo para la 
obtención de la información requerida 

La regulación de la figura ha sido ya referida en términos generales. Siendo 
más preciso, está contenida en diferente normativa, que se refiere también a 
diferentes tributos:  

⎯ Comentario 9.1 MC 
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⎯ Artículo 9 MAAC 

⎯ Artículo 11 DAC 

⎯ Artículo 12 R IIEE 

⎯ Artículos 7 y 28 R IVA 

⎯ Artículo 7 Directiva 2010/24/UE 

⎯ Artículo 177 quater LGT 

Conforme a esta regulación, la presencia puede aplicarse en todo tipo de 
tributos. La regulación convenida en el MAAC no señala limitaciones y la DAC 
se indica aplicable a todos los tributos20 salvo IVA, arancel e IIEE, que 
disponen de su propia regulación, ya referida.  

Lo que sí es singular en la normativa europea es la aplicación para funciones 
de recaudación o cobro de créditos, tal y como posibilita el citado artículo 7 de 
la Directiva 2010/24/UE, siendo esta herramienta avanzada la única utilizable 
con esa finalidad, dada la naturaleza propia de controles simultáneos o 
inspecciones conjuntas, que exigen un interés común en momento determinado 
en el tiempo. Lo cierto es que, con independencia de ello pudieran intervenir 
mecanismos avanzados de prevención o aseguramiento del pago de deudas 
en el seno de los procedimientos de control que acompañan controles e 
inspecciones conjuntas y de acuerdo con la normativa y procedimientos 
domésticos. 

3.2.  CONTENIDO 

En principio, la finalidad última indicada en los preceptos que regulan la figura 
es la obtención e intercambio de información y esto se lleva a cabo mediante la 
presencia en las oficinas administrativas requeridas o mediante la presencia en 
las investigaciones administrativas realizadas para el cumplimiento del 
requerimiento. El requerimiento es imprescindible21 y, para el caso de la DAC 
debe contestarse en el plazo de 60 días, pudiendo denegarse de manera 
motivada, pudiendo entenderse aplicable a este punto la normativa general 
establecida en los artículos 17 y 18, que excluye el intercambio de información 
cuando implica la vulneración de normas legales, secretos comerciales o afecta 
al interés público.  

Tras la modificación operada en la DAC por la Directiva (EU) 2021/514 se 
incluye la posibilidad de participar en las investigaciones de forma telemática. 
Lo cierto es que podría parecer con esa última redacción que existe una 
diferencia entre estar presente y participar, lo que había venido siendo la 
presencia pasiva y la activa, no siempre admitida, y pudiera hacer pensar que 
sólo se puede participar telemáticamente, lo que no es razonable. El párrafo 2 
DAC aclara totalmente el tema, en el sentido de que elimina las restricciones a 
la presencia activa y tanto presentes físicamente como participando 
telemáticamente los empleados de la administración requirente podrán 
entrevistar a personas y examinar registros, siempre de acuerdo con las 
disposiciones procedimentales de la jurisdicción requerida.  

 
20 Art. 2 DAC. No a tasas, derechos contractuales o cotizaciones de seguridad social. 
21 Recordemos que toda asistencia mutua se produce por requerimiento (en el caso español, así lo 

indica el artículo 177bis LGT). 
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Otra de las características relevantes es que se establece que la desobediencia 
a indicaciones de funcionarios de la autoridad requerida debe ser tratada de la 
misma manera que lo sería la misma acción con empleados locales.  

En materia de IVA, la presencia ordinaria, regulada en el citado artículo 28.1 
RIVA es más restrictiva, no establece plazo de respuesta y menciona acuerdo 
necesario entre los Estados implicados, así que no es necesario motivar una 
negativa y no autoriza la presencia activa, realizándose toda la actividad por los 
funcionarios de la autoridad requerida.  

Toda actuación se realiza conforme a las disposiciones procedimentales de la 
autoridad requerida, siendo necesario un mandato expreso de la autoridad de 
intercambio de información del estado requirente. 

3.3. FIGURAS ESPECIALES EN MATERIA DE IVA 

Como hemos indicado, la regulación directa original de la presencia en el RIVA 
es más restrictiva, pero las últimas modificaciones introducidas por el 
Reglamento (UE) 2018/1541 del Consejo de 2 de octubre de 2018 han incluido 
dos figuras particulares que tratan de avanzar en materia de cooperación 
activa, se trata de las Investigaciones administrativas conjuntas, referidas en el 
Art. 28.2.bis. RIVA y las Investigaciones administrativas requeridas, referidas 
en el Art. 7.4.bis RIVA.  

En relación con la primera de las figuras, las presencias ordinarias en materia 
de IVA, referidas en art. 28.1 y 2 RIVA, se realizan por acuerdo entre las 
Administraciones, sin actuación activa y siempre para la obtención e 
intercambio de la información. La diferencia con estas actuaciones 
(investigaciones administrativas conjuntas) estriba en que estas últimas se 
realizan conjuntamente bajo la dirección del estado requerido, lo que supera la 
regulación de las inspecciones conjuntas en materia de otros tributos, a la que 
nos referiremos posteriormente, al establecer una jerarquía en la actuación. 
Adicionalmente, reconoce directamente el acceso a los mismos locales y 
documentos, dejando a la normativa interna si está permitido, entrevistas a 
obligados tributarios y poderes de los agentes del estado requirente.  

Otra novedad incluida anticipaba la regulación de la DAC7 posterior, ya que se 
mencionaba por primera vez la posibilidad de existencia de un informe final, 
siempre que exista acuerdo de los participantes.  

La segunda de las figuras mencionadas está relacionada con los 
requerimientos de actuación de investigación administrativa referidos en art. 7.4 
RIVA. En concreto, las denominadas “investigaciones administrativas 
requeridas” (7.4.bis RIVA) refieren un ámbito material limitado, Estas 
actuaciones sólo se refieren a la “investigación acerca de los importes 
declarados, o que deberían haber sido declarados, por un sujeto pasivo 
establecido en el Estado miembro de la autoridad requerida y relacionados con 
aquellas entregas de bienes o prestaciones de servicios de ese sujeto pasivo 
que sean imponibles en el Estado miembro de la autoridad requirente” Con 
posterioridad se hará referencia al control particular de este tipo de 
operaciones. 

Se trata de una actuación obligatoria para una Administración si al menos dos 
Estados la requieren de forma motivada y común, con aportación de indicios o 
pruebas de riesgos de fraude o evasión del IVA. Esa obligación parece 
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sometida a los motivos generales para denegar una asistencia contenidos en el 
artículo 54 RIVA, pero salvando el referido a excesiva carga administrativa (art. 
54.1a). 

Si el Estado requerido lo solicita se realizarán conjuntamente bajo la dirección y 
normativa del Estado requerido. Si el requerido no lo solicita, podrán estar 
presentes con los poderes del 28.2, lo que supone presencia activa. 
 
4. CONTROLES SIMULTANEOS 

4.1. CONCEPTO GENERAL. MARCO LEGAL 

Conforme a la normativa, esta figura se configura como un instrumento para 
obtención e intercambio de información mediante la realización de controles de 
manera simultánea sobre una persona o personas, grupos o actividades, 
siempre que exista un interés común o complementario en la actuación, 
elemento este último que se configura como esencial.  

La regulación de la figura ha sido ya referida en términos generales. Siendo 
más preciso, está contenida en diferente normativa, que se refiere también a 
diferentes tributos:  

⎯ Comentario 9.1 MC 

⎯ Artículo 8 MAAC 

⎯ Artículo 12 DAC 

⎯ Artículo 13 R IIEE 

⎯ Artículo 29-30 R IVA 

⎯ Artículo 177 quater LGT 

4.2. ELEMENTOS BÁSICOS DE LAS ACTUACIONES SIMULTANEAS 

En relación con las acciones a llevar a cabo por las Administraciones, la 
normativa europea o convenida no señala qué tipo de acción puede ser 
considerada como de control, así que conforme a la normativa interna de los 
estados se podría acudir a una acción simultánea con cualquier actividad que 
pudiera facilitar o requerir la información necesaria para ser compartida. 

El objetivo teórico una vez más es intercambiar la información así obtenida, lo 
que no puede evitar que los participantes puedan intercambiar no sólo 
información fáctica, sino opinión sobre los asuntos tratados, ya manifestada por 
actos internos o pendiente de ello, llegándose al extremo de poder convenir la 
aceptación de elementos fácticos o las consecuencias de los mismos. 

La Directiva menciona otros requisitos, alguno de ellos lógico. No puede existir 
una actuación simultanea sin una propuesta previa aceptada por otro u otros 
Estados. Relevante es el hecho que la participación es libre, desde el momento 
en el que puede negarse motivadamente, utilizando la presencia de los motivos 
generales de la Directiva ya mencionados o la ausencia de interés común, que 
puede surgir por varios motivos, comenzando por el hecho de que no sea 
posible la apertura de un procedimiento interno de control. 

Se establece un plazo de contestación de 60 días en la DAC, un mes en los 
Reglamentos RIVA y RIIEE, si bien no hay establecidas consecuencias directas 
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para el incumplimiento. Finalmente se establece la necesidad de nombrar un 
representante, que será responsable de supervisar y coordinar el control.  
 
5. INSPECCIONES CONJUNTAS 

5.1. CONCEPTO GENERAL. MARCO LEGAL 

La más novedosa de las figuras es la denominada en la normativa española 
como inspección conjunta. Supone un avance en la regulación de la 
cooperación administrativa, si bien no constituye una figura novedosa en su 
totalidad o disruptiva en relación con las figuras ya vigentes. El nuevo artículo 
12bis de la DAC incluye elementos de los procedimientos ya referidos con 
algunas aportaciones novedosas.  

La Ley 13/2023, de 24 de mayo, modifica la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, transpone la Directiva (UE) 2021/514 (que crea la citada 
versión séptima de la Directiva de cooperación administrativa, DAC7) e 
incorpora, en el artículo 177 quinquies, el contenido del artículo 12bis DAC 
referido a la regulación básica de la figura, en la parte no dirigida directamente 
a los Estados miembros.  

En relación con el ámbito objetivo de figuras tributarias sobre las que puede 
referirse una Inspección conjunta, hay que indicar que la DAC no está referida 
al impuesto sobre el valor añadido, a los aranceles, ni a los impuestos 
especiales contemplados en otras normativas de la Unión relativas a la 
cooperación administrativa entre los Estados miembros (art. 2 DAC). Por ello, 
la inspección conjunta sólo es aplicable, en principio a imposición directa y en 
el ámbito de la UE. Sólo en materia de IVA existe, también en el ámbito 
comunitario, figura parecida a la inspección conjunta, ya referida anteriormente, 
las “investigaciones administrativas realizadas conjuntamente”.22 Ello con 
independencia de la novedosa referencia introducida en la misma modificación 
que general la DAC7 en el artículo 16.1, que indica que la información obtenida 
mediante la utilización de los mecanismos descritos en la Directiva “…podrá 
usarse para la evaluación, administración y ejecución de las leyes nacionales 
de los Estados miembros relativas a los impuestos a que se refiere el artículo 2, 
así como el IVA y otros impuestos indirectos…”, lo que abre la puerta para 
actuaciones nacionales en materia de imposición indirecta derivada de 
información intercambiada en una inspección conjunta. 

La definición legal es la contenida en el apartado 26 del artículo 3 DAC:  

“una investigación administrativa realizada de manera conjunta por 
las autoridades competentes de dos o más Estados miembros y 
relacionada con una o más personas de interés común o 
complementario para las autoridades competentes de dichos 
Estados miembros” 

Por lo tanto, son elementos constitutivos:  

⎯ Una investigación administrativa realizada de manera conjunta. En este 
sentido, esa referencia a la unidad de esa investigación constituye una 
novedad sobre las otras figuras. La propia Directiva refiere las actuaciones 
de investigación en dos sentidos, uno como acciones realizadas por cada 

 
22 Artículo 28.2 bis Reglamento (UE) 904/2010 
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Estado para garantizar la aplicación del sistema tributario (art. 3.7) y otra 
como actuación realizada por los Estados para la obtención de la 
información solicitada por otros (art. 6). En el caso de las inspecciones 
conjuntas, al no establecer como fin principal el intercambio de información, 
como es el caso de presencias y de controles simultáneos, parece que la 
intención principal es la investigación administrativa en el sentido del art 
3.7; esto es, con la intención de aplicar el sistema tributario correctamente. 
Ello se realiza con los objetivos establecidos en el propio apartado 4 del 
Art. 12bis DAC, que implican esforzarse en alcanzar un acuerdo en hechos, 
circunstancias y situación fiscal de la persona o personas inspeccionadas. 
La diferencia con el control simultaneo es por ello clara en el concepto, se 
trata de una única investigación administrativa y la finalidad no es sólo el 
intercambio de información. Ello sin perjuicio de que en el ejercicio de un 
control simultaneo, las Administraciones participantes puedan acordar más 
allá de un mero intercambio de información u opiniones. 

⎯ Realizada por autoridades competentes de dos o más estados. La 
referencia a autoridades competentes no es novedosa y ya existe en las 
otras herramientas, incluso siendo requerida la existencia de mandato 
expreso para participantes. 

⎯ Relacionada con una o más personas de interés común o complementario. 
Este requisito es totalmente coincidente con el existente en caso de control 
simultaneo y absolutamente esencial, si no hay interés común no debería 
haber ni control ni inspección conjunta, lo que deja en el aire situaciones en 
las que la consideración de ese interés común no sea compartida por 
autoridades requeridas. 

Por otra parte, hay que aclarar que el término “Joint Audit”, empleado en el 
texto inglés de la DAC 7, referido en la versión española y en la trasposición 
como “inspección conjunta”, puede emplearse también en el sentido derivado 
del contenido de los documentos de la OCDE, emanados del Foro de 
Administraciones tributarias, en esta materia23, de la OCDE. El citado foro 
abordó en 2010 la materia, actualizada y corregida en los trabajos realizados 
en 2019. Las características fundamentales de esta “Joint Audit” del documento 
de 201924 de la OCDE son las siguientes:  

⎯ Dos o más administraciones fiscales actuando de manera conjunta. 

⎯ Analizando un tema(s) particular o transacción(es) de o más contribuyentes 
relacionados (tanto personas físicas como jurídicas) con actividades 
transfronterizas, quizá incluyendo transacciones entre partes vinculadas 
constituidas en las jurisdicciones participantes, y en las cuales las 
Administraciones tienen un interés común o complementario.  

⎯ Procediendo de forma preacordada y coordinada garantizando un alto nivel 
de integración en el proceso incluyendo la presencia de oficiales de otra 
administración fiscal 

 
23 “Joint Audit 2019 – Enhancing Tax Co‑operation and Improving Tax Certainty” y el documento de 

desarrollo “Joint Audit 2019 – Enhancing Tax Co-operation and Improving Tax Certainty 

Implementation Package”  
24 El documento de 2010 refería una definición de Joint Audit más amplia, que el de 2019 ha matizado, 

haciéndolo más acorde con el marco jurídico actual.  
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⎯ Donde las administraciones fiscales actúan con los contribuyentes, 
habilitándolos a compartir información con todas las participantes 
conjuntamente.  

⎯ Donde los equipos incluyen una autoridad competente para el intercambio 
de información 

El texto trata de definir la actuación conjunta como la que puede incluir todas 
las formas de cooperación existentes. El fundamento sería el acuerdo previo y 
la integración de los participantes, aunque no llega a definir un equipo único 
como hacía el texto de 2010. Lo relevante es que la normativa en la que se 
basa es la citada existente fuera del ámbito de la Unión Europea, así que la 
existencia del informe final u alguno de los elementos incluidos en el artículo 
12bis DAC no serían aplicables, salvo acuerdo expreso previo de las 
Administraciones participantes25.  

4.2. ELEMENTOS PRINCIPALES DE LAS INSPECCIONES CONJUNTAS 

Del citado artículo 12bis DAC7 se deducen los principales elementos de la 
herramienta cooperativa. Destacamos los siguientes.  

⎯ La autoridad competente requerida responderá a la solicitud de inspección 
conjunta en un plazo máximo de 60 días desde su recepción, pudiendo 
denegar la participación por motivos justificados. Este plazo es el mismo 
que el establecido para las presencias y para los controles multilaterales. 
En cualquier caso, no se establece consecuencia jurídica derivada 
directamente del incumplimiento, lo que anticipa una interpretación no 
rígida del plazo. 

⎯ Se realizará de forma previamente acordada y coordinada. Aunque el 
acuerdo previo parece elemento propio de cualquier actuación coordinada 
o conjunta, la propia definición de la inspección conjunta como 
investigación única, el compromiso derivado del informe final y la existencia 
de varios elementos de la actuación conjunta que requieren acuerdo de los 
participantes confiere más relevancia a este trámite.  

⎯ Se realizará de conformidad con la legislación y los requisitos 
procedimentales del Estado miembro en el que se realicen las actividades. 
Esta afirmación de la norma tiene gran relevancia, ya que reconoce el 
fraccionamiento de la actuación conjunta en actividades que forzosamente 
se llevarán a cabo con la aquiescencia, dirección y conforme al 
procedimiento local, ya que no se reconoce autoridad al equipo conjunto, ni 
siquiera es mencionado como tal26.  

⎯ Los derechos y obligaciones de los funcionarios que participen en 
actividades realizadas en otro Estado miembro se determinarán de 
conformidad con la legislación de ese Estado. A la vez no ejercerán 
ninguna competencia que exceda las que les confiere la legislación de su 
Estado miembro. Aunque estas sean afirmaciones disponen de toda lógica 

 
25 La Administración inglesa en su Manual público (actualización 10 de junio de 2025) no distingue Joint 

Audit de Simultanous control. HM Revenue & Customs. International Exchange of Information Manual. 

IEIM130300 - Exchange of Information: Joint audits. Lo mismo hace en su manual púbico referido a 

intercambio de información el IRS norteamericano (4.60.1.1) de 23 de febrero de 2023. 
26 Como sí se hace en materia de IVA en art. 28.2bis RIVA. 
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y estaban inferidas en la normativa de presencias, se configuran con 
claridad permitiendo la presencia dentro de la actuación conjunta sin 
necesidad de formalidad, aunque nada impedía desde el punto de vista 
legal que existan presencias, con estos derechos y obligaciones, dentro de 
un procedimiento simultaneo. Lo relevante es el doble límite a la actuación 
en el extranjero de funcionarios, el límite derivado de la legislación propia y 
aquel derivado del lugar de desarrollo de actuaciones. 

⎯ Los efectos y procedimiento sobre las pruebas recopiladas y los derechos y 
obligaciones de las personas implicadas serán los mismos que tendrían en 
el caso de actuaciones locales. Esta norma desarrolla la anterior citada en 
relación con el procedimiento, si el procedimiento es el del lugar donde se 
desarrolla la actuación, lo lógico es que los efectos sean los que la norma 
local prescribe y que puedan ser objeto de reclamación, recurso o revisión. 
Esto plantea la duda de si a un tipo de actuación le confiere diferentes 
efectos las Administraciones participantes. La norma se inclina por conferir 
los efectos de la normativa local del lugar de cada actuación. 

⎯ La persona o personas sometidas a una inspección conjunta, o que se 
hayan visto afectadas por ella, contarán, indica el precepto de la DAC7, con 
los mismos derechos y tendrán las mismas obligaciones aplicables a una 
inspección local. Se refiere a los derechos que se confieran en el Estado 
local de cada una de las actuaciones, lo que puede dar lugar a diferentes 
derechos según cada actuación en el marco de la inspección conjunta. 
Estos derechos incluyen reclamación, revisión o recurso, en su caso. Más 
adelante nos referiremos a la posición de la persona objeto de actuaciones 
de control relacionadas con una cooperación administrativa. 

⎯ Las autoridades se esforzarán por acordar los hechos y circunstancias 
pertinentes a ella, así como por llegar a un acuerdo sobre la situación fiscal 
de la persona(s) inspeccionada(s). Esta propuesta no garantiza que 
puedan alcanzarse acuerdos y se podría finalizar la actuación sin 
resultados tangibles. 

⎯ Las conclusiones de la inspección conjunta se integrarán en un informe 
final. Los asuntos en los que las autoridades competentes lleguen a 
acuerdos se reflejarán en el mismo y serán tenidos en cuenta en los 
instrumentos pertinentes emitidos por las autoridades competentes de los 
Estados miembros participantes tras la inspección conjunta. Este precepto 
es básico, impone la existencia de un informe final y señala el contenido 
posible y sus efectos.  

Con independencia de la inclusión de los acuerdos alcanzados, la norma 
española, más prudente, incluye en art. 177 quinquies.4 la posibilidad de 
incluir posiciones de desacuerdo27.  

El segundo elemento básico es que indica que los acuerdos “serán tenidos 
en cuenta en los instrumentos pertinentes”. Evidentemente, la expresión 
parece imponer que deben ser coherentes los actos de las 
Administraciones nacionales con los acuerdos alcanzados en el marco de 
una inspección conjunta. 

 
27 En el mismo sentido párrafo 26 de los considerandos de la Directiva (UE) 2021/514 o el citado 

documento OCDE para Joint Audit. 
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⎯ Cualquier actuación realizada tras una inspección conjunta y cualquier otro 
proceso que tenga lugar un Estado miembro se llevarán a cabo de 
conformidad con la legislación nacional de dicho Estado miembro. En este 
caso, el precepto resalta lo que parece lógico, quizá con la intención de 
descartar actuación de revisión o recurso conjunta, materialmente 
imposible con el marco legal actual. Lo cierto es que una actuación de este 
tipo podría generar resoluciones revisoras diferentes en cada estado 
participante. 

⎯ Se informará a la persona(s) inspeccionada(s) del resultado de la 
inspección conjunta, aportando una copia del informe final, en un plazo de 
60 días. Otra de las grandes novedades, referida como “notificación” por el 
art. 177 quinquies. El traslado de un acuerdo en el que participa una 
Administración puede dificultad la posibilidad de que actos internos 
posteriores no tengan en cuenta los acuerdos, aunque habrá que 
considerar la existencia de nueva información que fundamente un cambio 
de posición. Más adelante se hará referencia a esta cuestión. 

⎯ Existencia de representante encargado de supervisar y coordinar la 
inspección conjunta en dicho Estado miembro. En este caso vuelve la 
norma europea a señalar como indispensable una persona encargada y 
con mandato como referencia para cada actuación. 

 
6. ELEMENTOS GENALES COMUNES DE LAS ACTUACIONES 

6.1. LA AUTORIDAD COMPETENTE. LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 
PARTICIPANTES. 

Como se ha indicado con anterioridad, en la regulación europea de cada una 
de las figuras se menciona con reiteración a la autoridad competente para 
todos los procedimientos de asistencia mutua. En la definición contenida en la 
DAC se indica que esta autoridad será la que designe cada Estado, aunque 
tiene esa consideración la Oficina Central de Enlace que refiere el artículo 4 y 
un funcionario competente por delegación. En la comunicación de los Estados 
publicada en el DOCE28 se hace referencia a Ministerios u otros altos órganos 
del Estado. Por lo tanto, depende de cada país la determinación de la autoridad 
competente operativa a través de sus normas competenciales internas, es 
decir, la unidad o entidad que realmente realiza esa función.29 

En las actuaciones que nos ocupan, es la autoridad competente la que puede 
decidir finalmente la participación o no en una cooperación de este tipo y 
deberá autorizar con un mandato a las personas participantes. En el caso de 
imposición directa, aunque sólo en un caso se solicita en la DAC expresamente 
tal documento de mandato (art. 11.3 para PAOE), se infiere para las otras dos 
figuras, toda vez que los participantes no serán autoridades competentes sino 
por la delegación referida. En los casos más avanzados (actuaciones 

 
28 Coherente con art. 5.3 in fine LGT, en el caso de IVA, 2017/C 155/03, para España refiere el Secretario 

de Estado de Hacienda y Presupuestos; en el caso de imposición directa 2011/C 177/05 se refiere la 

AEAT. 
29 En el ámbito español, estas actuaciones cooperativas las ejerce el Departamento de Inspección 

Financiera y Tributaria, según el art. 5 de la Orden PRE/3581/2007, que actúa a través de las Oficinas 

Nacionales de investigación y de fiscalidad internacional, como indica la Resolución de 24 de marzo de 

1992 de la Agencia Estatal de la Administración tributaria. 
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simultaneas y conjuntas) se hace mención a un representante para la 
supervisión y control (simultaneas) y un representante para la supervisión y 
coordinación (conjuntas). En el caso de IVA, la situación es similar, con petición 
expresa de mandato para presencias (art. 28.3 RIVA) y la existencia de un 
representante que será responsable de dirigir y coordinar en el caso de control 
simultaneo (art. 30.3 RIVA). 

En relación a la actuación de los empleados públicos participantes, con 
independencia de que todo intercambio de información se produzca en 
presencia de, al menos, una autoridad competente como se ha mencionado, se 
plantea la cuestión de los límites de su actuación. De forma lógica, un 
funcionario dispondrá de los derechos y obligaciones propios en las 
actuaciones realizadas en el territorio de su competencia, que pueden 
realizarse en el marco de cualquiera de las tres figuras, presencia, simultánea o 
conjunta.  

En el caso de los controles simultáneos las actuaciones se realizan por cada 
Administración implicada en su territorio, así que no existe problema. En el 
caso de las presencias propiamente dichas, la regulación es parca, la DAC 
refiere la posibilidad de estar presente en oficinas administrativas o participar 
en las investigaciones administrativas de forma pasiva, pero también de forma 
activa tras la reforma operada por la Directiva (UE) 2021/514 (art. 11.2DAC). 
En este caso, se indica que se realiza con el marco legal procedimental de la 
autoridad requerida y que cualquier negativa de la persona investigada debe 
ser tratada como una negativa dirigida a los funcionarios propios. Ello hace 
plantearse dudas sobre los límites en esta actuación de los funcionarios 
actuando fuera del ámbito territorial de su competencia. La lógica inclina a 
pensar que una actuación realizada con potestad de la Administración 
requirente no disponible para la autoridad requerida no puede llevarse a cabo 
legalmente en el territorio de la requerida y se resuelve con el trato de la 
negación como si se hubiere producido a funcionarios propios, pero esto no 
aplica si el contribuyente contestó voluntariamente.  

La cuestión la resuelve el art. 12bis.2, en relación con la inspección conjunta, 
de forma lógica, en la actuación opera un doble límite, el propio y el del lugar 
dónde se lleva a cabo una actuación. Este principio debería regir las presencias 
y los simultáneos con presencia. Similar solución se infiere para el IVA en los 
párrafos 2 y 2bis del artículo 28 RIVA.  

6.2. LA PARTICIPACIÓN DEL CONTRIBUYENTE 

Conforme a la configuración de la Ley General Tributaria, los tres 
procedimientos son regulados en el marco de la asistencia mutua. El art. 1.2 
LGT define la asistencia mutua como 

 “…el conjunto de acciones de asistencia, colaboración, cooperación y 
otras de naturaleza análoga que el Estado español preste, reciba o 
desarrolle con la Unión Europea y otras entidades internacionales o 
supranacionales, y con otros Estados en virtud de la normativa sobre 
asistencia mutua entre los Estados miembros de la Unión Europea o en 
el marco de los convenios para evitar la doble imposición o de otros 
convenios internacionales. La asistencia mutua podrá comprender la 
realización de actuaciones ante obligados tributarios…” 
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La asistencia mutua constituye una actuación de aplicación de los tributos 
diferente de otras actuaciones de la misma naturaleza con implicación directa e 
ineludible del contribuyente, tal como la inspectora (art. 83 LGT). Se realizan 
bajo petición de Administración tributaria30 (art. 177bis LGT) y la participación 
del contribuyente no es elemento esencial o constitutivo.31 

Por lo tanto, son acciones entre órganos estatales y sólo en determinados 
casos puede comprender actuaciones ante obligados tributarios, que se 
convertirán por ello en obligados tributarios (art. 17.4, 29 bis, 35.6 LGT) pero en 
relación con un procedimiento interno de obtención de información para cumplir 
con la asistencia mutua, no en interesados en el propio procedimiento de 
asistencia mutua32, que sólo implica a estados y forma parte de las relaciones 
internacionales. Lo cierto es que de estos procedimientos no se va a derivar 
directamente una obligación tributaria pecuniaria. Ni siquiera el más avanzado, 
la inspección conjunta, concluye con una liquidación, sino que esta derivará del 
procedimiento de control que causa, trae causa o se produce como 
consecuencia de la información obtenida. Y ello si realmente existe, ya que 
puede finalizarse actuación de presencia, simultánea o coordinada sin 
liquidación interna. 

Todo ello sin menoscabo de la aplicación de todos los principios generales que 
disciplinan la actuación de cualquier Administración pública en el marco de 
convenios internacionales o de normativa interna.33 

En cualquier caso, es obvio que en las presencias y en las actuaciones más 
avanzadas es probable la interacción con uno o varios contribuyentes en uno o 
varios países34. En algunas actuaciones pudiera ser deseable la presencia de 
determinados contribuyentes (especialmente en caso de grupos) que pudieran 
beneficiarse de poder dirigirse directamente a varias administraciones con el 
consiguiente ahorro en términos de coste de cumplimiento, pero siempre 
tenemos que mantener en el razonamiento el hecho de que la unidad de los 
procedimientos más avanzados es relativa, dado que están constituidos por un 
número de trámites a realizar algunos en el marco territorial de 
administraciones diferentes. 

Con independencia de que la remisión a las normas procedimentales del lugar 
de desarrollo de actuaciones ya implica la aplicación de unos determinados 
derechos y obligaciones del obligado tributario, en el caso de que participe en 
una actuación, la norma aplicable a las inspecciones conjuntas trata (art. 

 
30 La Nota alemana informativa de 15 de mayo de 2025 sobre la cooperación en materia de auditoría 

transfronteriza (Betreff: Merkblatt zur grenzüberschreitenden Prüfungszusammenarbeit mit 

Steuerverwaltungen anderer Staaten und Gebiete: gemeinsame und gleichzeitige Prüfungen sowie 

Anwesenheit von Bediensteten), desde ahora Bundesfinanzministerium 2025 

(https://www.bundesfinanzministerium.de/Content/DE/Downloads/BMF_Schreiben/Internationales_Steu

errecht/Allgemeine_Informationen/2025-05-16-merkblatt-pruefungszusammenarbeit.pdf) refiere en su 

párrafo 53 que “podría sugerir” el contribuyente en su propio interés que una inspección interna se 

transformara en una inspección conjunta. Pero siempre reconociendo que no puede en ningún caso 

iniciarla o tener derecho para ello. 
31 En este sentido, Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 22 de octubre de 2013 (petición de 

decisión prejudicial planteada por el NejvyIll správní soud  (República Checa) - JiH Sabou/FinanIní 

ieditelství pro hlavní mésto Prahu. (Asunto C-276/12) 
32 En otro sentido véase CORTÉS TORRES Y GRAU RUIZ (2023) 
33 ELORRIAGA (2024) hace referencia al debate sobre la cuestión en la tramitación de la Ley 13/2023  

34 Completo análisis en CORTÉS TORRES Y GRAU RUIZ (2023) 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.bundesfinanzministerium.de/Content/DE/Downloads/BMF_Schreiben/Internationales_Steuerrecht/Allgemeine_Informationen/2025-05-16-merkblatt-pruefungszusammenarbeit.pdf&g=NTU2MzEwZWNmMDkyZDllNg==&h=YWFlZTRkNTY5MTQ5ZDg2ZTBkMzJhZmE2ODEwYmMyYjMwNTQ0NGY1ZTZhZDc5OGQwMmNhMTI0YmFjMjdiY2U5ZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.bundesfinanzministerium.de/Content/DE/Downloads/BMF_Schreiben/Internationales_Steuerrecht/Allgemeine_Informationen/2025-05-16-merkblatt-pruefungszusammenarbeit.pdf&g=NTU2MzEwZWNmMDkyZDllNg==&h=YWFlZTRkNTY5MTQ5ZDg2ZTBkMzJhZmE2ODEwYmMyYjMwNTQ0NGY1ZTZhZDc5OGQwMmNhMTI0YmFjMjdiY2U5ZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
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12bis.3.c) de plasmar expresamente este razonamiento, concediendo los 
derechos y obligaciones de la actuación interna. En este caso, el art. 177 
quinquies.3 in fine refiere que dispone el contribuyente de los derechos de la 
normativa española.  

En definitiva, es posible que se realicen actuaciones cooperativas sin 
participación de contribuyente alguno, con participación de contribuyentes no 
residentes o que no constituyan sujeto principal de la actuación de control 
simultaneo o conjunto, caso en el que no se daría aplicación del régimen 
interno de derechos, sino de aquel donde se llevan a cabo las actuaciones. En 
el caso de que un contribuyente propio de una Administración fuera requerido 
en el marco de alguna actuación coordinada o conjunta, disfrutaría siempre de 
los derechos del lugar de realización.  

En cualquier caso, la normativa europea no impide que normativa nacional 
establezca marco diferente para la interacción con los contribuyentes dentro de 
este tipo de procedimientos, lo que podría generar situaciones en las que 
contribuyentes de diferentes países participantes estuvieran sometidos a 
diferente marco legal de actuación en cada país participante.  

Ello con independencia de la conveniencia lógica en determinados 
procedimientos, tanto desde el punto de vista de la Administración como de los 
obligados, de que exista una presencia de contribuyente que pueda representar 
un grupo o que tenga una posición en determinado escenario o transacción que 
sea de interés. En este sentido la OCDE35 y la recomendación 2 del Foro 
Conjunto de precios de transferencia de la UE.36  

6.3. LOS LÍMITES DE LA COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA. MATERIAS 
PROPICIAS PARA LA COOPERACIÓN. 

La normativa de cooperación administrativa incluye límites a su acción. En el 
caso de imposición directa, la DAC indica en el artículo 17 la posibilidad de 
negar la transmisión de información requerida en el caso de falta de 
agotamiento de vías propias del estado requirente, imposibilidad legal de 
obtener esa información en el Estado requirente o requerido y la principal, la 
imposibilidad de “…divulgación de un secreto comercial, industrial o 
profesional, de un procedimiento comercial, o de una información cuya 
divulgación sea contraria al interés público…” Estas afirmaciones se 
complementan con lo indicado en el artículo 18 en el sentido de que no se 
pueden interpretar las limitaciones en el sentido de que la información bancaria 
no debería ser objeto de remisión y que, si no se dispone de la información, se 
debe solicitar internamente por el procedimiento aplicable. 

En el art. 54.1.a RIVA se incluye también como causa de negación la carga de 
trabajo que podría suponer la contestación a un requerimiento, caso que no 
podrá ser alegado en el procedimiento de investigación requerida, conjunta o 
no, con PAOE activo o pasivo referido en el artículo 7.4.bis RIVA.  

En el ámbito español, el art. 95.1.b LGT autoriza el intercambio de información 
tributaria reservada, con remisión al art. 177ter LGT, que contiene remisiones 

 
35 Véase Capítulo 5 del citado documento OCDE sobre “joint audit” 
36 JTPF/013/2018/EN. EU JOINT TRANSFER PRICING FORUM. A COORDINATED APPROACH 

TO TRANSFER PRICING CONTROLS WITHIN THE EU 
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expresas a la normativa de asistencia mutua (hay que entender que 
internacional) y sus límites. 

Con independencia de este régimen general que afecta a la información a 
intercambiar, lo cierto es que estas actuaciones refieren en algunos casos 
acuerdo previo como elemento constitutivo (actuaciones simultaneas o 
conjuntas) y en otros se indica que la negación a una propuesta debe ser 
motivada, pero no se hace referencia al régimen general de límites de la DAC o 
del RIVA, que quizá debería aplicarse a la información intercambiada en el 
seno de estos procedimientos. Adicionalmente, hay que añadir que la 
presencia, si se solicita sobre asunto en el que tenga un interés propio el 
estado requerido (elemento que casi siempre se dará) podría rechazase 
indicando que es inadecuado el cauce empleado. Aunque en el caso de IVA 
también se solicita el acuerdo en la presencia. 

Fuera del ámbito de la UE, la utilización de CDI para la obtención de 
información determinada implica la aplicación de unos límites en cuanto a la 
utilización de la misma o para su traslado a terceros. El art. 26 MC establece 
muy parecidos a los contenidos en la regulación europea. Adicionalmente, en 
los comentarios se desarrolla este tema, en la medida en que se consideren 
aplicables a través de la utilización del MC en la labor interpretativa37. En el 
caso de la Convención de Asistencia Mutua, el artículo 21 establece también 
límites parecidos. 

En relación con las materias propias de este tipo de actuaciones, es evidente 
que debe tratarse de materias tributarias propias de asuntos transfronterizos y 
que, para el caso de actuaciones con interés común, debe existir un marco 
jurídico común referido a la materia sustantiva. Es evidente que este marco 
existe con claridad en el ámbito de la imposición indirecta dentro de la Unión 
Europea, concretamente en IVA e Impuestos especiales, pero puede no ser tan 
evidente en otro tipo de tributo.  

En cualquier caso, existen materias en las que se comparte una normativa 
material, con mayor o menor valor jerarquía, que parecen las más propias para 
la colaboración en interés común. Podemos citar entre otros precios de 
transferencia, residencia, materias relacionadas con Establecimientos 
permanentes, instrumentos o estructuras híbridas, utilización de convenios o 
investigación de escenarios elusivos transnacionales.38 

6.4. LA RELACIÓN CON LOS PROCEDIMIENTOS INTERNOS 

La utilización de las tres herramientas cooperativas que nos ocupan presupone 
la existencia de un procedimiento interno de control, pero no se establece, ni se 
pretende establecer, un tipo determinado de procedimiento interno. Esto quiere 
decir que queda a la decisión de cada estado el tipo y momento de utilización 
del procedimiento interno que puede tramitarse en relación con una presencia, 
un control simultáneo o una inspección conjunta. Puede simplemente tratarse 
de un procedimiento de obtención de información para planificación, selección 
o evaluación de riesgo, un procedimiento de control los que la LGT establece 

 
37 De especial interés los comentarios MC al artículo 26 12.1 y 12.2. En el caso de cesión de información 

a terceros se exige disposición expresa en el CDI, régimen más estricto que el que establece el art. 24 

DAC. 
38 Una enumeración más exhaustiva en p.317 BURGERS, I. y CRICLIVAIA, D. (2016). 
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de competencia del Departamento de gestión de la AEAT o un procedimiento 
inspector. Establecido esto, lo normal es la existencia de un procedimiento 
inspector, que es el más garantista con el contribuyente y el que garantiza la 
obtención más rápida y eficaz de la información que se haya considerado 
relevante para compartir en la acción cooperativa o para que sirva para debate 
y acuerdo en el seno de la misma. 

En el caso de las presencias, en principio sólo hay una acción de control 
doméstico que se ve reforzada por una acción en el exterior para obtención de 
información, sin perjuicio de lo que la normativa interna del Estado requerido 
establezca en relación con este tipo de actuaciones. En cualquier caso, la 
norma procedimental de la actuación particular a desarrollar en la cooperación 
es siempre la del Estado requerido y existirá el doble límite de derechos y 
obligaciones de los empleados públicos participantes, su propio régimen 
interno y el del país de presencia. Esto es aplicable tanto a las presencias 
propiamente dichas como a las realizadas en el marco de control simultaneo; y 
por supuesto a las actuaciones realizadas dentro de una inspección conjunta. 

Más complejo es el caso de controles simultáneos e inspecciones conjuntas. 
En principio, dada la poca concreción del término control o inspección, cada 
país puede acudir a estas acciones cooperativas con un estado diferente de la 
acción de control interno. La diferencia puede ser en relación con periodos 
impositivos, tributos o contribuyentes implicados o incluso materias que deban 
ser objeto de la actuación cooperativa. El único límite es el interés común o 
complementario (art. 3.26-11 DAC).  

En relación con los plazos, la existencia de un procedimiento interno conlleva 
una delimitación de plazos para el desarrollo de actuaciones, plazo de 
prescripción del derecho a liquidar por la administración, delimitación exacta de 
los contribuyentes a los que se refiere, notificación e interacción con ellos. Es 
ahí donde pueden surgir discrepancias entre las Administraciones, dada su 
diferente normativa o estado de actuaciones al inicio de control simultaneo o 
inspección conjunta.  

Por ello puede darse una finalización diferente de los procedimientos internos 
en cada Administración con independencia incluso de la finalización de un 
control o una inspección conjunta. En cualquier caso, evidentemente, la 
participación de una Administración en un control multilateral implica una 
voluntad de obtener información y de alcanzar acuerdos de cara a un 
procedimiento interno de control, así que lo normal es coordinar las 
actuaciones hasta el intercambio de información u obtención de acuerdo que se 
haya planificado, expresamente en el caso de la inspección conjunta.  

En cualquier caso, para el caso español, el plazo máximo actual de 
actuaciones inspectoras, 18 o 27 meses, no contempla ampliación por el hecho 
de que se lleven a cabo acciones de asistencia mutua, sean avanzadas o no y 
conforme al art. 150 LGT, elemento que sí existe en otros países. 

Lo que si establece la norma europea para inspecciones conjuntas es que toda 
actuación posterior a la misma ya se rige totalmente por la norma interna:  

“…las actuaciones realizadas por las autoridades competentes de un 
Estado miembro o cualquiera de sus funcionarios tras una inspección 
conjunta y cualquier otro proceso que tenga lugar en dicho Estado 
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miembro, como una decisión de las autoridades tributarias o un 
procedimiento de recurso o resolución conexo, se llevarán a cabo de 
conformidad con la legislación nacional de dicho Estado miembro…” 

Por lo tanto, como no podría ser de otra manera, no puede existir actuación 
posterior conjunta en vía de recurso o reclamación. 

6.5  EFECTOS INTERNOS DE LAS ACTUACIONES DE ASISTENCIA 
MUTUA. EL INFORME FINAL 

El artículo 106 LGT concede a cualquier prueba o información obtenida por 
asistencia mutua el valor probatorio general, derivado del Código Civil y de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil. No se establece especial privilegio a los acuerdos 
o documentos que emanan de los procedimientos e incluso se entiende que 
puede haber posiciones discrepantes en un control multilateral que no tienen 
por qué afectar a la opinión de otros países39  Sin perjuicio de lo anterior, la 
regulación de la inspección conjunta europea ha introducido nuevos elementos 
en el análisis. 

En primer lugar, en relación con las pruebas obtenidas (art. 12 bis.3. d), se 
entiende que serán evaluadas conforme a las disposiciones inspectoras del 
lugar donde se desarrollen, lo que las dará el valor que se establezca 
localmente, sin perjuicio de que determinadas actuaciones puedan recogerse 
en documentos internos de cada participante, con los efectos que se 
determinen. 

En segundo lugar, está el informe final. Lo habitual es que toda actuación 
realizada por una Administración genere documentos de variada índole y 
efectos. En el caso de actuaciones de asistencia mutua, la presencia y el 
control simultaneo producirá información en forma de documentos o diligencias 
que recojan hechos o manifestaciones de obligados tributarios. En el caso de 
controles simultáneos se pueden incorporar a las actuaciones de control 
documentos directamente e incluso, si así se acuerda, un informe final. Todos 
estos documentos siguen el régimen general de prueba y efectos ya descrito.  

En el caso de las inspecciones conjuntas, el informe final se convierte en un 
tema especialmente relevante. La DAC7 impone la existencia de un informe 
final, elemento que no se contemplaba para presencias y controles, salvo en el 
caso de las investigaciones administrativas conjuntas del art. 28.2bis RIVA, que 
establece que:  

“…Por acuerdo entre las autoridades requirentes y la autoridad 
requerida, y de conformidad con las modalidades establecidas por esta 
última, las autoridades participantes podrán redactar un informe común 
de la investigación…”  

No sólo se produce un avance en la consideración del informe como necesario, 
sino que adicionalmente se propone un contenido en la norma europea y se 
establecen efectos:  

“…Los asuntos en los que las autoridades competentes lleguen a 
acuerdos se reflejarán en el informe final y serán tenidos en cuenta en 
los instrumentos pertinentes emitidos por las autoridades competentes 
de los Estados miembros participantes tras la inspección conjunta…” 

 
39 FJ 3º Sentencia Audiencia Nacional 1128/2018, de 22 de febrero. 
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La normativa española referida a la inspección conjunta, en relación con el 
contenido, refiere:  

“…Dicho informe recogerá, en su caso, los hechos y circunstancias 
relevantes de la inspección conjunta, así como el régimen tributario 
aplicable a los mismos, en los que exista acuerdo entre los Estados 
intervinientes, que habrán de ser tenidos en cuenta en los 
procedimientos tributarios que puedan llevarse a cabo como 
consecuencia o en seguimiento de la inspección conjunta. Asimismo, 
podrá reflejar expresamente cualquier cuestión sobre la que no se haya 
podido alcanzar un acuerdo que podrá no ser tenida en cuenta en los 
citados procedimientos…” 

Por lo tanto, la norma doméstica incluye la referencia a elementos fácticos, 
hechos y circunstancias y valorativos, a la que también hace referencia la 
norma europea señalando la necesidad de buscar un acuerdo en los mismos. 
El texto español incluye también la posibilidad de que el contenido del informe 
final refleje los desacuerdos, lo que puede ser de gran utilidad, dados los 
efectos reconocidos. Aunque esta apreciación no se incluye en el texto del 
artículo, la Directiva (UE) 2021/514 que modifica la DAC para introducir esta 
figura ya hacía esta referencia a la inclusión de desacuerdos en el párrafo 26 
de los considerandos que la encabezan.  

El otro tema relevante en el que innova el texto de la Directiva es el de la 
información al contribuyente del informe final de la inspección conjunta. Es 
relevante que la norma española no refiere informar a los contribuyentes al 
inicio40 o en algún particular estadio del procedimiento, es decir, que podrían 
permanecer ajenos al mismo por interés de las Administraciones y siempre que 
ninguna de las participantes disponga de normativa interna que prescriba 
informar antes al contribuyente. Adicionalmente, destaca que la norma 
española refiere notificación frente a la norma europea que indica información, 
cauces de comunicación muy distintos en la normativa española. Por otra 
parte, la presencia de varios contribuyentes en diferentes países a los que 
notificar el citado informe final puede generar, dependiendo del contenido y de 
la normativa interna de cada país, que se remita información referida a 
diferentes contribuyentes con posible implicación de la normativa de protección 
de datos.41 

Esta notificación anticipará, en los casos en los que el informe concluya de 
forma clara y expresa, al contribuyente el sentido de la actuación posterior de 
una Administración, dado que los textos transcritos refieren que las 
conclusiones “habrán de ser tenidas en cuenta” en los actos domésticos 
posteriores, relacionados o no con la inspección conjunta. En este sentido, 
siendo clara la no vinculación de los resultados en un control simultaneo, cuya 
principal finalidad es el intercambio de información, en el caso de las 
inspecciones conjuntas habría que interpretar la expresión “ser tenidas en 
cuenta” en el mismo sentido de la expresión, que no impone un mandato 

 
40 Como sí hacen otros países, como Alemania, véase su norma de asistencia mutua en el marco de la UE, 

§ 12 par 6, § 12a par 1, 4th sentence Ges etz über die Durchführung der gegens eitigen Amtshilfe in 

Steuers achen zwischen den Mitgliedstaaten der Europäischen Union vom 26. Juli 2013, zuletzt geändert 

durch Artikel 31 des Gesetzes zur Stärkung von Wachstumschancen, Inve stitionen und Innovation s owie 

Steuervereinfachung und Steuerfairness (Wachstumschancengesetzes) vom 27. März 2024. 
41 Véase párrafo 105 Bundesfinanzministerium 2025 
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expreso, sino la toma en consideración. En primer lugar, naturalmente, se 
deberán considerar si una actuación posterior es conforme a la interpretación 
interna de vinculación de actos propios, especialmente cuando existan cambios 
facticos o jurídicos. En segundo lugar, los acuerdos alcanzados y reflejados en 
el informe final pueden no ser concluyentes en relación con los hechos o 
consecuencias a los que se refieren. En tercer lugar, puede haber resoluciones 
de procedimientos internos que no hagan referencia al informe final, por 
considerarlo no aplicable a la regularización practicada. 
 
7. OTRAS ACTUACIÓN MULTILATERAL EN MATERIA DE CONTROL 

En la actualidad trabajan de manera simultánea varios foros internacionales 
referidos a normativa fiscal sustantiva y también organizativa o referida a la 
cooperación de las Administraciones tributarias.  

7.1. ORGANIZACIÓN EUROPEA 

Dentro del estricto ámbito objeto de este artículo, ya hemos hecho mención a la 
existencia del presupuesto FISCALIS42. El Reglamento que regula el actual 
programa refiere en su art. 3.2 que es uno de sus objetivos específicos 
“…fomentar la cooperación entre las autoridades tributarias, en particular el 
intercambio de información fiscal…” y refiere como formas de colaboración 
estructurada basada en proyectos, entre otras, las siguientes acciones:  

⎯ “…controles multilaterales o simultáneos consistentes en una 
comprobación coordinada de la situación fiscal de uno o varios 
sujetos pasivos vinculados entre sí, organizada por dos o más 
países participantes, incluidos, como mínimo, dos Estados 
miembros, que tengan intereses comunes o complementarios, 

⎯ auditorías conjuntas, consistentes en una investigación 
administrativa de la situación fiscal de uno o varios sujetos pasivos 
vinculados entre sí, realizadas por un único equipo de auditoría 
compuesto por dos o más países participantes, incluidos, como 
mínimo, dos Estados miembros, que tengan intereses comunes o 
complementarios, 

⎯ cualquier otra forma de cooperación administrativa regulada por los 
Reglamentos (UE) 904/2010 (1) o (UE) 389/2012 (2) del Consejo, o 
las Directivas 2010/24/UE o 2011/26/UE (3) del Consejo. 

Evidentemente las definiciones que utiliza no son exactamente las establecidas 
en los instrumentos legales de cooperación y simplemente son relevantes a los 
efectos de que todas las fórmulas cooperativas reciben financiación europea. 

Adicionalmente, ya se ha hecho referencia a la existencia de una organización 
de los expertos nacionales de cooperación administrativa avanzada, que recibe 
el nombre de AIAC (Advance International Administrative Cooperation)43 En la 
breve reseña que figura en la página web de la Comisión simplemente se 

 
42 Reglamento (UE) 2021/847 del Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de mayo de 2021 por el que 

se establece el Programa «Fiscalis» para la cooperación en el ámbito de la fiscalidad y se deroga el 

Reglamento (UE) 1286/2013 
43 https://taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-

operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en&g=ZmY2MmI5ZmY0OWE0OWQ3ZA==&h=OGE1NDVmYjY3Y2QwYjI5Mzk3ODEwYTlkZWJiZDJlNGMxMmUxMGIyYzI2NjdkY2RjNTM3NmVmMDQyMTk5M2RkZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/taxation/tax-transparency-cooperation/administrative-co-operation-and-mutual-assistance/tax-administration_en&g=ZmY2MmI5ZmY0OWE0OWQ3ZA==&h=OGE1NDVmYjY3Y2QwYjI5Mzk3ODEwYTlkZWJiZDJlNGMxMmUxMGIyYzI2NjdkY2RjNTM3NmVmMDQyMTk5M2RkZA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
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indica la existencia de las herramientas a las que hemos hecho referencia y a 
la existencia de una red de contacto de los expertos en la materia a través de la 
citada AIAC, pero da idea de la relevancia que la Comisión concede a esta 
materia.  

7.2.  PROGRAMAS DE ANÁLISIS PREVIO DE RIESGOS 

Las actuaciones que constituyen el objeto del presente capítulo están 
relacionadas con la función de control de cumplimiento fiscal, que puede darse 
incluso en una fase de planificación. Pero hay que distinguirlas de otros 
instrumentos de cooperación entre Administraciones tributarias o incluso con 
contribuyentes que están orientadas a lo que la OCDE denominó la 
certidumbre44. Conforme a los trabajos de la citada organización, no sólo las 
Joint Audits (entendidas como se ha dicho anteriormente con los límites de la 
normativa extracomunitaria) son acciones que posibilitan la deseada 
certidumbre tributaria, sino también procedimientos amistosos, Acuerdos bi o 
multilaterales de precios y el programa de cumplimiento cooperativo ICAP. Es 
obvia la diferencia de los denominados procedimientos amistosos, objeto de 
tratamiento en capítulo 12 de la presente obra, y de los acuerdos de precios, 
referidos en el capítulo 41, con las actuaciones tratadas en este capítulo.  

En relación con los procedimientos bajo el programa ICAP45 de la OCDE o 
ETACA46 de la Unión Europea, tratados en el artículo 67 de la presente obra, la 
diferencia básica es que los citados programas se refieren a la evaluación de 
riesgo anterior a una actuación de control (e incluso a la realización del hecho 
imponible) y no refieren la existencia de procedimientos internos propios de las 
citadas actuaciones. El ICAP se concentra adicionalmente en la evaluación de 
riesgos fiscales derivados de la política de precios de un grupo determinado. 
Ninguna de estas actuaciones produce efectos directos para el contribuyente 
más allá de la certeza que les produzca el documento final del procedimiento 
según la normativa interna de cada Administración participante. 

7.3.  CONTROL VENTANILLA ÚNICA IVA. VAT OSS 

En la regulación del IVA, existen unos regímenes especiales voluntarios 
aplicables a las ventas a distancia y a determinadas entregas interiores de 
bienes y prestaciones de servicios, regulado en los artículos 163 septiesdecies-
Artículo 163 octovicies de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido47. El elemento fundamental es su aplicación a todos los 
servicios prestados por un empresario o profesional a particulares 
consumidores finales que tengan lugar en Estados miembros donde no esté 
establecido el empresario o profesional, así como a las ventas a distancia de 
bienes y a determinadas entregas nacionales de bienes.48 

 
44 Tax certainty and policy implementation | OECD 
45 OECD International Compliance Assurance Programme | OECD 
46 European Trust and Cooperation Approach – ETACA Pilot Project for MNEs - European Commission 

(europa.eu) 
47 Que traen causa de los artículos 358 y ss. de la Directiva 2006/112/CE del Consejo de 28 de noviembre 

de 2006 relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido. Reforzados a través de la 

Directiva (UE) 2025/516 del Consejo, de 11 de marzo de 2025, por la que se modifica la Directiva 

2006/112/CE en lo que respecta a las normas del IVA en la era digital 
48 https://sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/iva/iva-comercio-electronico/cuestiones-

generales.html?faqId=2e8c790496d78710VgnVCM100000dc381e0aRCRD 

 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/topics/sub-issues/tax-certainty-and-policy-implementation.html&g=YmY4ZGRhODYzNzkwZDNlMA==&h=M2E4YmZmZGEwOTEyN2RiOTE3YTE3MTZkYTIxOTk2YjZiMzQ4Y2EwY2RiOGY3M2Y4NWFjOWViZTNjNWRhZWZhZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//www.oecd.org/en/about/programmes/icap.html&g=ZjBiZmJjYmYwMWZhZGE1Yg==&h=MDQyMDRjNzNmZDRkMTU2OTY5N2M2YjVkNDE4ZjE4MDU3NGNjM2Q4YWE5NWFiZjExMjRkOTA2Y2YxNDhhOWQ4MA==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/eu-cooperative-compliance-programme/european-trust-and-cooperation-approach-etaca-pilot-project-mnes_en&g=ZTNjZDYwYWNlYTIzZThhZQ==&h=OTQ5MWY1ODJmYjJiOGY1ZjRjMzg3OWRmMjc4ZmI4YzkxNDc5YTBiZWNhMzIyNThmYTUwZTYxZjU1NjI2YTcxZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//taxation-customs.ec.europa.eu/eu-cooperative-compliance-programme/european-trust-and-cooperation-approach-etaca-pilot-project-mnes_en&g=ZTNjZDYwYWNlYTIzZThhZQ==&h=OTQ5MWY1ODJmYjJiOGY1ZjRjMzg3OWRmMjc4ZmI4YzkxNDc5YTBiZWNhMzIyNThmYTUwZTYxZjU1NjI2YTcxZQ==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/iva/iva-comercio-electronico/cuestiones-generales.html%3FfaqId%3D2e8c790496d78710VgnVCM100000dc381e0aRCRD&g=OTE1OGNmMGY5MGE2ZmMyNg==&h=ZmQ2MjU4MjYyN2NjMjUxZmNjMjQ4NTc2MGQwODRjMTNlMGNhMDY4NjhkNmFkODc2OGUyYzdmMjE2M2ViM2JlNg==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=
https://checkpoint.url-protection.com/v1/url?o=https%3A//sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/iva/iva-comercio-electronico/cuestiones-generales.html%3FfaqId%3D2e8c790496d78710VgnVCM100000dc381e0aRCRD&g=OTE1OGNmMGY5MGE2ZmMyNg==&h=ZmQ2MjU4MjYyN2NjMjUxZmNjMjQ4NTc2MGQwODRjMTNlMGNhMDY4NjhkNmFkODc2OGUyYzdmMjE2M2ViM2JlNg==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo4MWYwNDVhZjRmMDFkMTY5ZjczNmIwYTAyNDg0YmNlOTp2MTpwOkY=


28 

 

Básicamente funciona mediante el registro electrónico del empresario o 
profesional que realiza las operaciones citadas a efectos de IVA, realizado en 
un solo Estado miembro para todas las ventas de bienes y servicios incluidas 
en los regímenes especiales, realizadas a clientes ubicados en cualquiera de 
los otros Estados miembro y la presentación de una única declaración del IVA 
electrónica en el Estado miembro de identificación, por lo que se liquida en un 
único pago el IVA devengado por todas estas ventas de bienes y servicios.  

Por motivos obvios, las Administraciones de los estados de consumo, con el 
objeto de comprobar de la mejor manera la corrección de las cantidades 
imputadas de IVA, pueden requerir la cooperación de la Administración de 
registro. Por ello el RIVA estableció determinadas referencias al control en 
estos casos.  

Sin eliminar la posibilidad de utilizar las vías generales de cooperación 
administrativa, desde los simples requerimientos de información documental 
hasta un control simultaneo con presencia, el RIVA establece medidas 
adicionales para la obtención de registros del contribuyente y para el control de 
los mismos. El principio que subyace es fomentar la cooperación entre las 
Autoridades de registro y las de consumo, así en el artículo 47decies, que 
parece establecer una prelación a la solicitud de registros a través del Estado 
de registro. Por otra parte, el artículo 47undecies refiere la necesidad de 
informar por parte de las Autoridades de registro a las autoridades de países de 
consumo de actuaciones de control sobre la entidad registrada. Estas formas 
de comunicación específica deberán coordinarse en su caso con el ejercicio de 
un control simultaneo si así se considera. 

Con independencia de ello, la medida más relevante es el régimen de 
presencias o participación en investigaciones administrativas ya referido en 
este capítulo, regulado en el artículo 7.4bis, que incluye la posibilidad de que 
dos o más administraciones fuercen el inicio de una actuación de control en el 
estado de registro o que las actuaciones se realicen conjuntamente “bajo la 
dirección del estado miembro requerido.” 

Hasta aquí hemos referido fundamentalmente normas procedimentales, pero el 
propio régimen y su forma de funcionamiento general hace que el control OSS 
incluya elementos específicos, con independencia de que su orientación 
fundamental se dirija a los sistemas de registro del contribuyente. Así, el 
artículo 9 bis y el 63 quater del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011 del 
Consejo, de 15 de marzo de 2011, por el que se establecen disposiciones de 
aplicación de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del impuesto 
sobre el valor añadido49, establecen condiciones específicas de actuación y 
documentación. 

7.4.  OTRAS ACTUACIONES. CONCLUSIÓN. 

A través de este artículo se ha tratado de dar una visión rápida del estado 
actual de las herramientas cooperativas más avanzadas e intensas disponibles 
para Administraciones tributarias. Dada la evolución de la sociedad es 
previsible un incremento de acciones de este tipo, que pueden surgir de nuevas 

 
49  Los artículos citados han sido modificados por el Reglamento de Ejecución (UE) 2025/518 del 

Consejo, de 11 de marzo de 2025, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) nº 282/2011 

en lo que respecta a los requisitos de notificación aplicables a determinados regímenes del IVA 
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interacciones derivadas de operaciones internacionales. Los trabajos de la 
OCDE y simultáneos de la UE en los denominados pilares evolución del 
proyecto BEPS han puesto de manifiesto materias propicias para la utilización 
de estos instrumentos. En ese sentido, la recién aprobada DAC9, incluye en la 
misma norma regulatoria de las herramientas de cooperación la regulación de 
la declaración centralizada de la información relativa al impuesto 
complementario, elemento que deberá siempre comprobarse mediante una 
fórmula cooperativa. 

Es relevante concluir haciendo referencia a que este tipo de actuaciones 
pueden tener utilidad no sólo para las propias Administraciones al poder 
resolver asuntos con anticipación o evitación de conflictos con otras 
Administraciones, sino también para los propios participantes que mejorarán su 
formación y motivación. Incluso es posible un cierto beneficio para los 
obligados tributarios al conferir certeza tributaria más sólida que la que se 
provee unilateralmente, incrementar la calidad de los informes finales de las 
actuaciones y reducir los costes de cumplimiento al poder abordar 
conjuntamente dos o más actuaciones de control.  
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